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LECCIÓN 1. DERECHO ADMINISTRATIVO

Tema 1. Fundamentos

Sumario: ORIGEN: Histórico. Jurídico. CONCEPTO: Tradicional. Moderno. 
Contemporáneo.

ORIGEN

A. HISTÓRICO

I. PRODUCTO HISTÓRICO
§1. Importancia — La importancia de hacer una breve reseña sobre el ori-
gen del Derecho administrativo se justifica en que no puede comprenderse 
una ciencia jurídica sin conocer, previamente, las circunstancias imperantes 
dentro de las cuales emerge. En efecto, no cabe la posibilidad de tener cabal 
entendimiento del Derecho administrativo sin tener la comprensión histórica 
del momento en que aparece, no solo porque representa un hito fundamen-
tal en la historia del Derecho público moderno sino porque es una ciencia 
jurídica que cada vez tiene mayor vigencia, pues “el Derecho administrativo 
y la Administración son ante todo, un producto histórico, y solo desde una 
perspectiva histórica pueden ser comprendidos” (J.A. SANTAMARÍA PASTOR).

En consecuencia, el Derecho administrativo tiene la peculiaridad de ser 
un producto histórico: conjunto de técnicas jurídicas y organizativas que 
han ido fraguándose, acumulándose, transformándose o desechándose a lo 
largo del tiempo, y que son manifestaciones de concepciones doctrinales 
muy diversas. La comprensión de este fenómeno es esencial para quienes 
muestran interés en conocer esta disciplina, o mejor aun, entender sus pro-
blemas fundamentales (P. WEIL).

§2. Polémica — Sobre el origen histórico del Derecho administrativo existe 
toda una polémica donde hay dos corrientes doctrinales fundamentales sobre 
este punto: por un lado están quienes sostienen que el Derecho administrati-
vo hunde sus raíces en lo más profundo de la Historia; y por el otro quienes 
sostienen que tiene sus orígenes en la Revolución Francesa. A tal efecto, la 
polémica podría expresarse de una manera sintética en la disyuntiva: Derecho 
administrativo “inexistente” o Derecho administrativo “desconocido” (J. L. 
MEILÁN GIL, J. RODRIGUEZ-ARANA).
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II. ANTIGUO RÉGIMEN
§3. Monarquía Absoluta — En primer lugar, existe la tesis, minoritaria, que 
ubica el nacimiento del Derecho administrativo en el Antiguo Régimen, en 
la etapa de la monarquía absoluta (F.-P. BENOIT y J. L. MESTRE). Hay quien 
incluso señala que el origen de este Derecho se remonta al Derecho roma-
no. Sin embargo, el contexto histórico y la terminología empleada en dicha 
época no son suficientes para hablar en términos de un sistema de Derecho 
administrativo.

III. REVOLUCIÓN FRANCESA
§4. Estado de Derecho — La segunda de las tesis doctrinales, mayoritaria, 
sostiene que antes de la Revolución Francesa no había un Derecho admi-
nistrativo, ni como un conjunto de normas, ni como legislación y mucho 
menos como una ciencia o disciplina del Derecho, puesto que el Derecho 
administrativo nace a partir de la concepción del Estado de Derecho. Según 
esta concepción del Estado constitucional, del Estado moderno, el Derecho 
administrativo surge a partir de la Revolución Francesa, en razón de lo cual 
se dice que es, ante todo, una revolución del Derecho.

§5. Doctrina — En este orden de ideas, la doctrina calificada A. HAURIOU, L. 
DUGUIT, J. RIVERO y P. WEIL, en Francia; O. MAYER y A. MERK, en Alemania; S. 
ROMANO, G. ZANOBINI y M. S. GIANNINI, en Italia; y E. GARCÍA DE ENTERRÍA y F. 
GARRIDO FALLA en España; A. MOLES CAUBET, E. LARES MARTÍNEZ y A. R. BREWER-
CARÍAS en Venezuela, entre otros muchos más, comparten la tesis de que el 
Derecho administrativo tiene un origen muy concreto: nace en la historia 
con la Revolución Francesa y, hasta este punto, como un producto suyo. 

IV. TEORÍA DE LAS TÉCNICAS JURÍDICAS REMOTAS
§6. Técnicas administrativas — Lo expuesto anteriormente no significa 
negar que antes de la Revolución Francesa existiesen ciertas técnicas admi-
nistrativas pero, como advierte el autor español J. L. VILLAR PALASI, uno de 
los pioneros de este tipo de investigación, hay que diferenciar entre técnicas 
administrativas de un lado, y Derecho administrativo de otro.

En efecto, señala VILLAR PALASI que si bien no existía un Derecho adminis-
trativo antes de la Revolución Francesa, una investigación histórica ubica 
algunos antecedentes y conceptos que fueron el embrión de muchas insti-
tuciones y categorías que hoy manejamos en el Derecho administrativo mo-
derno. Por ejemplo, muchas singularidades se encuentran ya en el Derecho 
regio (ejecutividad, ejecutoriedad, expropiación, etc.), además de incorporar 
aportaciones canónicas esenciales, muy especialmente en Derecho patrimo-
nial y de la organización.
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Sin embargo, lo expuesto no es suficiente para defender la tesis de que 
antes de la Revolución Francesa existía científicamente un verdadero Dere-
cho administrativo.

B. JURÍDICO
§7. Plan — Según la teoría mayoritaria son varios los aspectos fundamen-
tales y que hoy en día todavía siguen teniendo vigencia en los orígenes 
jurídicos del Derecho administrativo, así: (i) constitucional; (ii) legislativo; 
y (iii) jurisprudencial.

I. CONSTITUCIONAL
a. Principio de separación de poderes
§8. Interpretación francesa — En primer lugar, el origen del Derecho ad-
ministrativo se vincula al principio constitucional de separación de poderes 
y, en particular, a la convencional interpretación francesa en lo referente a 
las relaciones entre el Poder ejecutivo y el Poder judicial impuestas por la 
Revolución Francesa.

b. Principio de separación de las autoridades administrativas y judiciales
§9. Antecedentes — El modelo francés de separación de las autoridades 
–administrativas y judiciales– fue una razón histórica: el establecimiento 
de límites al Poder judicial, para excluir al Poder ejecutivo del control de los 
jueces ordinarios, debido al ánimo antijudicial dominado por el recuerdo 
del combate secular llevado a cabo contra la administración real por los 
Parlements (antiguos tribunales) por el uso que hicieron con sus derechos de 
registro (droits d’enregistrement) y de amonestación (remontrance) lo que se 
tradujo en falta de confianza en el juez. Por lo tanto, se consideró necesario 
sustraer la acción de los administradores del control del Poder judicial.

Asimismo, la rigurosa observancia del principio constitucional de separa-
ción de poderes dio como resultado, en Francia, que el Poder ejecutivo acu-
mulara actividades heterogéneas o funciones de diferente especie, así: (i) una 
destinada a aplicar la ley (administración); y (ii) otra cuyo cometido era revisar 
la legalidad de esta aplicación llamada, por ello, jurisdicción “retenida”.

Posteriormente, se procede a separar los órganos administrativos de los 
órganos jurisdiccionales mediante la Ley de 24 de mayo de 1872, lo que marca 
una etapa capital al hacer del Consejo de Estado, el juez de derecho común 
del contencioso-administrativo, con lo cual se consuma la independencia 
orgánica y funcional de la administración activa y de la administración ju-
risdiccional (llamada, a partir de entonces, jurisdicción “delegada”).
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§10. Derecho administrativo — He aquí como, del principio constitucio-
nal de separación de poderes, se pasó al concepto técnico de separación de 
funciones. Y es así también como la Revolución Francesa, al separar los ór-
ganos y las funciones, prepara el terreno para la construcción de una nueva 
ciencia jurídica. A partir de entonces, comienza a cobrar sustantividad un 
corpus normativo aplicable a la Administración Pública bajo los principios 
del Estado de Derecho, que se conocería más tarde con el nombre de Derecho 
administrativo.

II. LEGISLATIVO
a. Ley francesa del 16-24 de agosto de 1790
§11. Organización judicial — El punto de arranque del régimen jurídico 
de la Administración Pública –esto es la noción de régime administratif– se 
encuentra en la famosa Ley 16-24 de agosto de 1790 (Título II, Art. 13, repro-
ducida literalmente en la Constitución de 3 de septiembre 1791, Art. 13; Ley 
16 Fructidor año III; Constitución 5 Fructidor año III, Art. 203; y por último 
en la Ley 21 Fructidor año III, Art. 27), relativa a la organización judicial 
que, en términos conminatorios, consagra la separación entre las funciones 
administrativas y judiciales. Esta ley materializa la concepción de separación 
entre las autoridades administrativas y las autoridades judiciales.

Ahora bien, el Art. 13, del Título II de la Ley 16-24 de agosto de 1790 que 
todavía se encuentra vigente, al consagrar expresamente el principio de se-
paración de las autoridades judiciales y autoridades administrativas, desde 
el punto de vista de sus funciones, dispone: (i) la prohibición a los jueces de 
interferir en el ámbito de la Administración Pública activa; y (ii) la conse-
cuencia del principio anterior, al proscribir el empleo de medios coercitivos 
frente a la Administración Pública.

b. Decreto francés del 16 Fructidor año III
§12. Prohibición judicial — Finalmente, cinco años más tarde, el Art. 3 del 
Decreto francés del 16 Fructidor año III (3 de septiembre de 1795) reitera la 
prohibición a los tribunales para “conocer de los actos de la administración, 
cualquiera que fuese su naturaleza”.

Así, los textos mencionados consagran la separación de las autoridades 
administrativas y las autoridades judiciales, no solo desde el punto de vista 
legislativo sino más allá: los tribunales no tienen porqué inmiscuirse en la 
actividad de la Administración Pública y, por ende, los jueces ordinarios no 
podrán conocer ninguno de los asuntos de la Administración Pública.
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Sobre la base de esa interpretación del principio de separación de poderes 
la Administración Pública actúa como potestad pública y quedaba libre de 
todo control jurisdiccional al no poder ser juzgada por los tribunales ordi-
narios. Esta concepción legislativa se va a complementar con un fallo del 
Tribunal de Conflictos francés.

III. JURISPRUDENCIAL
a. Fallo BLANCO 
§13. Consagración — Los antecedentes legislativos franceses mencionados 
tienen, posteriormente, una consagración jurisprudencial mediante el fallo 
BLANCO, al cual durante mucho tiempo se le consideró la piedra angular de 
todo el Derecho administrativo francés. Por eso, la doctrina no duda en se-
ñalar que si bien la partida de nacimiento fue la legislación, el bautismo fue 
el fallo BLANCO (TC, de fecha 8 de febrero de 1873, fallo BLANCO).

§14. Los hechos — Los hechos que dieron lugar al fallo BLANCO consistieron 
en que una niña fue atropellada y herida por un vagón arrastrado por cuatro 
obreros que trabajaban para una empresa tabacalera del Estado. El Sr. Blanco, 
padre de la niña, demanda al prefecto del Departamento de La Gironda con 
el objeto que se declarara al Estado responsable bajo la aplicación de unos 
artículos del Derecho civil por daños y perjuicios. Se planteó este conflicto 
ante la jurisdicción ordinaria y, por supuesto, los representantes de Estado 
alegaron que esta jurisdicción no era competente para conocer de acciones 
contra el Estado. La cuestión de saber si la acción intentada por el padre de 
la víctima era de la competencia de la jurisdicción administrativa o de la 
jurisdicción ordinaria es sometida al Tribunal de Conflictos francés. Este 
último se pronuncia por la competencia de la jurisdicción administrativa.

§15. Trascendencia — El Tribunal de Conflictos francés a través del fallo 
BLANCO otorgó expresión oficial al principio de separación de poderes que 
tenía una connotación normativizada, y estableció un hito muy importante 
en la construcción del Derecho administrativo, hasta el punto que la doc-
trina francesa (G. VEDEL) señala que el origen, la partida de nacimiento, la 
constancia de fe del Derecho administrativo es el fallo BLANCO al consagrar 
que los litigios donde interviene la Administración Pública no pueden ser 
decididos por los principios establecidos en el Código Civil para regir las 
relaciones entre los particulares.

b. Principios
La importancia del fallo BLANCO consiste en haber consagrado los principios 
que constituyen las bases del régimen administrativo francés y que le dan 
su originalidad e interés:
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§16. Autonomía del Derecho administrativo — El fallo BLANCO afirma, cla-
ramente, la aplicación de reglas autónomas, exorbitantes al Derecho común, 
esto es, se consagra la autonomía científica del Derecho administrativo con 
relación a las reglas establecidas en el Código Civil.

En efecto, el fallo BLANCO proclama la autonomía del Derecho administrativo 
al oponer las reglas especiales del Derecho administrativo a las del Derecho 
privado, concebido este último para ejercer –y la expresión no ha desapare-
cido del lenguaje–, como expresión del “Derecho común”.

§17. Inaplicabilidad del Derecho común — Por otro lado, el fallo BLANCO 
afirma, igualmente, la inaplicabilidad a la Administración Pública de las 
reglas del Derecho común que se encuentran en el Código Civil. Es decir, 
consagra que la Administración Pública tiene sus propias reglas, tiene su 
propio Derecho, que es el Derecho administrativo.

§18. Régimen exorbitante al Derecho común — El rasgo característico del 
Derecho administrativo es la aplicación de reglas exorbitantes al Derecho 
privado, como medio necesario para que las autoridades públicas, encargadas 
de la gestión administrativa, puedan lograr una adecuada satisfacción de los 
fines de interés público.

§19. Principio de equilibrio entre los derechos del Estado y los derechos 
de las personas — El fallo BLANCO consagra, igualmente, el principio de 
equilibrio cuando señala que esas reglas especiales deben conciliar los de-
rechos del Estado y los de los particulares. Con ello se quiere significar que 
la Administración Pública tiene reglas especiales que varían (y aquí ya está 
señalado que es un Derecho en constante mutación) en función de las ne-
cesidades del servicio o de las actividades de interés general o público, pero 
sobre todo reglas que varían en función de conciliar los derechos del Estado 
y los derechos privados, vale decir, conciliar la prerrogativa de Poder Público 
con los derechos de las personas.

§20. Responsabilidad administrativa — Por último, el fallo BLANCO afirma la 
autonomía del Derecho administrativo y da lugar a una categoría distinta que 
es el régimen de la responsabilidad del Estado o “responsabilidad administra-
tiva” que es diferente a la responsabilidad civil, que lleva el reconocimiento, 
cada vez más frecuente, de la responsabilidad de la Administración Pública 
en situaciones donde el Derecho civil no habría permitido dar satisfacción a 
la víctima de los daños y perjuicios sufridos.

En definitiva, el fallo BLANCO viene a confirmar los antecedentes que se 
encuentran en afirmaciones sostenidas mucho antes en cuanto a que la res-
ponsabilidad pública “no es ni general ni absoluta” (CE, de fecha 8/8/1844, 
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fallo Dupart), y que “ella se modifica según la naturaleza y las necesidades 
de cada servicio” (CE, de fecha 6 de diciembre de 1855, fallo Rotschild).

CONCEPTO

A. TRADICIONAL
§21. Metodología — El primer problema que se plantea es la metodología 
para definir ¿qué es el Derecho administrativo? Cuando nos acercamos a una 
categoría jurídica con ánimo de conocerla, hemos de comenzar por tratar de 
desentrañar lo que esa categoría jurídica es, en qué consiste, cuál es su ver-
dadero modo de ser; actitud que contrasta con la que adoptamos ante otras 
realidades –jurídicas o no– de las que únicamente nos interesa constar su 
existencia, es decir, nos importa saber que son –que existen–, pero no qué 
son, o lo que son.

Si esta interrogante, previa a todo otro asunto como acabamos de indicar, 
es importante respecto de cualquier objeto, en el caso del Derecho adminis-
trativo reviste un especial interés por cuanto si bien las definiciones son 
libres, es siempre mejor reunir a las de todo el mundo. El problema está en 
que las definiciones se basan en muy diversos criterios, según el énfasis que 
se coloque sobre ellos, dando lugar a no pocos desencuentros.

§22. Descripción — Con el fin de empezar a aproximarnos al Derecho ad-
ministrativo, nos parece útil reflexionar sobre la metodología de estudio de 
la cátedra. En efecto, una cosa es definir (“qué es”) y otra distinta describir 
(“cómo es”). La definición intenta referirse a un objeto de modo abstracto, 
independientemente de su manifestación real, en tanto que la descripción 
se fija en ese objeto pero considerándolo tal como se da en la realidad según 
la propone la doctrina alemana (E. SCHMIDT-ASSMA). Si quisiéramos expresar-
nos en términos filosóficos diríamos que la definición atiende a lo esencial, 
mientras que la descripción atiende a la existencia o fenoménico.

Por tanto, parece que para describir el Derecho administrativo y sus cate-
gorías jurídicas, el mejor camino es subrayar sus notas específicas, sus rasgos 
que por darse siempre en él, lo identifican y, sin lugar a dudas, nos ayudan 
a tener un mejor conocimiento de los mismos; estos serán identificados, a 
lo largo del Manual, bajo la denominación de conceptos. 

En tal sentido, la obra se ha distribuido en unidades didácticas de trabajo 
(temas), donde los párrafos aluden a la aproximación analítica de los ele-
mentos o ideas que sustentan las diferentes categorías jurídicas del Derecho 
administrativo.
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§23. Bibliografía básica — Para el estudio del concepto y demás temas 
fundamentales del Derecho administrativo se recomienda una bibliografía 
básica contemporánea para alcanzar un nivel respetable de conocimientos 
y buen hacer por parte del alumno; así: Nacional: ARAUJO-JUÁREZ, J., Derecho 
Administrativo General, Vol. I Concepto y Fuentes, Vol. II Administración 
Pública, Vol. III Acto y Contrato Administrativo, Vol. IV Servicio Público, Vol. 
V Procedimiento y Recurso Administrativo, Paredes Editores, Caracas, 2010-
2012; BREWER-CARÍAS, A. R., Derecho administrativo, 2 ts., Ed. Universidad 
Externado de Colombia-Universidad Central de Venezuela, Caracas, 2005; 
LARES MARTÍNEZ, E., Manual de Derecho Administrativo, XIV Ed., Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 
2013; PEÑA SOLÍS, J., Manual de Derecho Administrativo, 3 Vols., TSJ, Caracas, 
2003. Extranjera: CASSAGNE, J, C., Derecho administrativo, 2 vols., 7ª. Edición, 
Lexis-Nexis-Abeledo Perrot, Buenos Aires, 2002; DE LAUBADÈRE, A., VENEZIA, J. 
P., GAUDMET, Y., Traité de droit administratif, T. I, 14ª. Ed., LGDJ, París, 1996; 
GARCÍA DE ENTERRÍA, E. y FERNÁNDEZ, T. R., Curso de Derecho Administrativo, 
2 ts., 12ª. Ed., Thomson-Civitas, Madrid, 2004; GARRIDO FALLA, F., Tratado de 
Derecho Administrativo, 2 vols., 13ª. Ed., Tecnos, Madrid, 2002; GIANNINI, M.S., 
Diritto Amministrativo, 2 vols., 3ª Ed., Giuffré, Milano, 1993 y Derecho Admi-
nistrativo, trad. española, INAP, Madrid, 1991; LONG, L., WEIL, P. y BRAIBANT, 
G., Los grandes fallos de la jurisprudencia administrativa francesa, trad. de 
la 11ª Ed. francesa, Bogotá, Ed. Librería del Profesional, 2000; MAURER, H., 
Droit Administratif Allemand, LGDJ, París, 1994 y Derecho Administrativo. 
Parte General, Marcial Pons, Madrid, 2011; MEILAN GIL, J. L., Categorías de 
Derecho Administrativo, IUSTEL, Madrid, 2012; RIVERO, J. y WALINE, J. Droit 
Administratif, 21ª Ed., Dalloz, París, 2006 y Derecho Administrativo, IDP, 
FCJP, UCV, Caracas, 1981; RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ, L. Derecho Administrativo 
General y Colombiano, 18ª Ed., Témis, Bogotá, 2013; SAYAGUÉS LASO, E., Tra-
tado de Derecho Administrativo, T. I, 9ª Ed. puesta al día a 2004, Fundación 
de Cultura Universitaria, Montevideo, 2004; WEIL, P., Le Droit Administratif, 
Que sais-je?, París, 2010 y Derecho administrativo, Cuaderno Civitas, Ed. 
Civitas, Madrid, 1986.

§24. Criterio unitario — En la construcción científica del Derecho admi-
nistrativo existen muchas corrientes de pensamiento, teorías y escuelas, 
y cada quien pretende hallar la esencia del Derecho administrativo. Así, la 
doctrina ha pretendido encontrar el criterio unitario que defina el Derecho 
administrativo entero con todas sus categorías jurídicas (acto administrativo, 
contrato administrativo, responsabilidad administrativa, y un gran etc.); esto 
es, persiguen encontrar la “clave de bóveda,” el criterio “mágico,” “único y 
universal” para definir el sistema de Derecho administrativo. 
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En tal sentido, diversos son los criterios que han pretendido fundamentar 
un concepto abstracto del Derecho administrativo.

I. CRITERIOS
§25. Diversidad — La doctrina tradicional identificó al Derecho administra-
tivo con las funciones del Derecho administrativo, lo cual dio lugar a una 
variedad de definiciones, de contenido diverso, provenientes de grupos o 
teorías reinantes según las distintas épocas como intento de construcción 
jurídica.

§26. Legalista — Inicialmente se define al Derecho administrativo como el 
estudio y exposición del conjunto de normas jurídicas de carácter adminis-
trativo que rige a la Administración Pública, es decir, que el Derecho admi-
nistrativo se deriva por disposiciones de normas de carácter legal (A. BATBIE).

Este criterio es incompleto o inexacto, ya que reduce el Derecho adminis-
trativo a una mera legislación; y es que además no se puede identificar al 
Derecho con la ley, pues si la ley es fuente del Derecho, no es todo el Dere-
cho. Además es inconveniente pues para extraer los principios jurídicos de 
un Ordenamiento jurídico positivo no puede circunscribirse solo al estudio, 
exposición y comentario de la ley (método exegético); pues, en principio, se 
debe también proceder a descubrir las demás fuentes del Derecho en general 
y del Derecho administrativo en particular.

§27. Poder ejecutivo — El otro criterio sostiene que el Derecho adminis-
trativo es aquel que tiene por objeto regular la organización, funciones y 
procedimientos del Poder ejecutivo (T. DUCROCQ).

Este criterio ha sido también objeto de críticas al confundir Administra-
ción Pública y Gobierno. La actividad del Poder ejecutivo no se reduce a 
administrar, pues comprende tanto al Gobierno como a la Administración 
Pública, y es sabido que la Administración Pública no es Gobierno. Por lo 
demás, no solo el Poder ejecutivo administra, pues también lo hacen otros 
poderes como el Poder Legislativo.

§28. Actividad total del Estado — También existe el criterio que identifica 
al Derecho administrativo con el sistema de principios que regulan la acti-
vidad total del Estado, en el cumplimiento de los fines que le son propios 
(O. MAYER).

Al respecto se señala que se debe tener en cuenta que no toda la actividad 
del Estado es función administrativa, ya que el Estado desarrolla otras fun-
ciones como la legislativa y la judicial.
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§29. Fines de interés público — Según este otro criterio, la nota definitoria 
del Derecho administrativo radica en los fines que persigue el Estado, como 
lo es el interés general, por lo que dicho Derecho tiene como objeto la regu-
lación de todas las actividades del Estado para la consecución de dicho fin, 
con independencia, incluso, del carácter público o privado de las personas 
que las desarrollen.

§30. Servicio público — Un criterio sumamente importante es el que se-
ñala que el Derecho administrativo sería el conjunto de reglas que tienen 
por objeto el estudio de la organización y funcionamiento de los servicios 
públicos (L. DUGUIT).

A este respecto se señala que el concepto resulta demasiado amplio porque 
la actividad de la Administración Pública no se agota en las prestaciones, ni 
tampoco toda prestación supone un servicio público.

§31. Teoría negativa o residual — Finalmente, surge el criterio denominado 
negativo o residual correlacionando Administración Pública con lo que no 
sea juzgar ni legislar (A. MERK).

Al respecto se le objeta que tampoco es válido porque: (i) reproduce los 
errores de identificar Administración Pública con Poder ejecutivo; y (ii) es 
una realidad que la Administración Pública no solo aplica o ejecuta la ley, 
sino que también ejerce una potestad normativa, una actividad de gestión 
económica, de planificación y por último se le reconoce una función arbitral.

B. MODERNO
§32. Ideas-fuerza — La insuficiencia de los criterios tradicionales, hace surgir 
las corrientes de pensamiento que han dado origen a las grandes escuelas 
cuyas teorías han servido para la pretensión de definir el sistema de Derecho 
administrativo. Como ideas-fuerza, estas teorías, han gozado de predominio 
en una época concreta.

En tal sentido, el autor francés HAURIOU sostiene que son dos las nociones 
fundadoras o maestras del Derecho administrativo: la de servicio público 
como la obra (el fin) que ha de ser ejecutada por la Administración Pública; y 
la de la prerrogativas de Poder Público o de medios exorbitantes del Derecho 
común (el medio) para la realización de dicha obra.
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I. SERVICIO PÚBLICO
a. Origen
§33. Fallo Blanco — La primera idea-fuerza es la noción de servicio público. 
Recordemos que el mencionado fallo BLANCO recurrió a la noción de servicio 
público (service públic) (que no se debe confundir con la noción inglesa de 
public utility), sin embargo el concepto de servicio público apenas surgió a 
fines del siglo XIX. A partir del siglo XX, se pretendió erigirlo como “piedra 
angular” (en expresión de G. JÈZE) de todo el Derecho administrativo francés 
por obra de la Escuela del Servicio Público. 

b. Escuela del Servicio Público
§34. Bases doctrinales — Las bases doctrinales de la Escuela del Servicio 
Público se encuentran en el trabajo publicado por el Decano L. DUGUIT 
(1859/1928) en el año 1913. Este autor francés define el servicio público 
como toda actividad cuyo cumplimiento debe ser asegurado, regido y con-
trolado por los gobernantes, porque ese cumplimiento es indispensable 
para la realización y desarrollo de la interdependencia social; en ese sentido 
sostuvo que el objeto del Derecho administrativo es el fin de la actividad de 
servicio general del Estado. Concibe el Estado como un conjunto de servi-
cios públicos, como un conjunto de cometidos, que el Estado asume para la 
satisfacción de las necesidades colectivas. Esos cometidos no son otros que 
los servicios públicos Así las cosas, esta teoría tiene como consecuencia que 
reduce la teoría del Estado a la teoría de los servicios públicos o, si se quiere, 
a una concepción de servicio público demasiado amplia porque la teoría del 
servicio público sería una teoría del Estado, ya que las funciones del Estado 
serían un servicio público.

En mérito a lo expuesto, si el Estado es la suma de servicios públicos, el 
Derecho administrativo sería aquel que regula los servicios públicos. Derecho 
administrativo es entonces el conjunto de reglas atinentes a los servicios 
públicos (DUGUIT). Con los doctrinarios de la Escuela de servicio público 
comienza a definirse de manera más elaborada, la construcción y desarrollo 
de la teoría que llegará al extremo de concebir el Derecho administrativo 
como el Derecho de los servicios públicos. A partir de entonces, la noción 
de servicio público va a permanecer durante mucho tiempo en el centro del 
Derecho administrativo.

§35. Reinterpretación doctrinal — Mientras que para DUGUIT, fundador de la 
noción, el servicio público se caracteriza esencialmente por sus fines –el tema 
de la creación y los medios es accesorio– la reinterpretación que hacen los 
doctrinarios de la Escuela del servicio público (G. JÈZE, R. BONNARD, L. ROLLAND) 
reducen el concepto de servicio público y lo identifican ya no con el Estado 
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sino con la Administración Pública. Cuando el Estado satisface necesidades 
colectivas utiliza un procedimiento especial denominado procedimiento de 
Derecho público, cuyo fundamento es uno: el fin de interés general que debe 
privar siempre sobre el interés individual o particular.

En esta línea de pensamiento, la doctrina francesa (A. DE LAUBADÈRE) en-
tiende por servicio público toda actividad de una colectividad pública que 
tenga por objeto satisfacer una necesidad de interés general, la cual se repite 
con relativo éxito por la doctrina contemporánea.

§36. Sentidos orgánico y material — La Escuela del Servicio Público se atie-
ne, principalmente, a definir el servicio público en dos sentidos: (i) formal 
u orgánico –modo de gestión pública–; y (ii) material –los servicios públicos 
funcionan según procedimientos de Derecho público–, esto es, entendidos 
como un conjunto de reglas exorbitantes al Derecho común. En consecuen-
cia, sostiene, cuando el Estado emplea el procedimiento de Derecho público 
para satisfacer las necesidades colectivas se está en presencia de un servicio 
público (JÈZE).

c. Utilidad
§37. Papel esencial — La Escuela de servicio público hizo de la noción de 
servicio público el eje de sus construcciones jurídicas, al punto que JÈZE llega 
a afirmar que el Derecho público y el administrativo son el conjunto de reglas 
relativas al servicio público.

En tal sentido, la jurisprudencia francesa empieza a referirse, de ordinario, 
direc tamente a la noción de servicio público para aplicar el Derecho admi-
nistrativo (CE, de fecha 13 de mayo de 1938, fallo Caja Primaria “Ayuda y 
Protección”, de GFJAF, Nº 60; CE, de fecha 31 de julio de 1942, fallo Monpeurt, 
GFJAF, Nº 63).

Luego, el Consejo de Estado francés, a partir del fallo Effimieff (CE, de fecha 
28 de marzo de 1955, GFJAF, Nº 92) utiliza la fórmula de “misión de servicio 
público”. Al hacer énfasis en la misión de servicio público, esta decisión se 
inscribe en la línea de una serie de fallos que tuvieron por objeto volver a 
darle a la noción de servicio público un papel esencial en la delimitación de 
las competencias administrativa y judicial y en la definición del Derecho 
administrativo.

§38. Derecho positivo — La noción de servicio público ha servido, también, 
para definir diversas categorías jurídicas en el Derecho administrativo vene-
zolano. Por ejemplo, en materia de los contratos administrativos, un criterio 
útil en la jurisprudencia venezolana ha sido el de servicio público, y así el 
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criterio adquiere primacía, recobra su plena y absoluta vigencia, mientras 
que las cláusulas exorbitantes, se afirma, son causa y no efecto (Sents. de 
la CFC, de fecha 5 de diciembre de 1944, caso Puerto La Guaira; CSJ-SPA, 
de fecha 14 de junio de 1983, caso Acción Comercial, RDP, Nº 21, p. 137 y 
otras). También ha sido útil para definir la noción de función pública (Véase 
Sent. de la CSJ-SPA, de fecha 14 de marzo de 1991, GF, 1961, Nº 31, p. 54 y 
otras), o de obra pública (Sent. de la CFC, de fecha 5 de diciembre de 1944, 
M. 1945, p. 283, y otras).

d. Crisis
En sus orígenes la sujeción del servicio público al Derecho administrativo 
era absoluta. Sin embargo, ya no es así y ello ha originado una de las deno-
minadas crisis de la noción debido a diversas causas.

§39. Penetración del Derecho privado — El régimen jurídico de las activi-
dades, los actos o las situaciones administrativas, es de ordinario muy hete-
rogéneo y comporta aplicación tanto del Derecho público como del Derecho 
privado. Ahora bien, normalmente la actividad de la Administración Pública 
se ejerce bajo un núcleo irreductible de régimen de Derecho público, aunque 
puede también ser ejercida bajo un régimen de gestión privada, es decir, de la 
sumisión de algunos de sus actos al Derecho privado, ya sea porque en razón 
de un objeto, cierta parte de tal actividad no esté vinculada directamente con 
la ejecución misma de un servicio público, sea porque ciertas materias han 
sido excluidas de la jurisdicción contencioso administrativa y confiadas a 
la jurisdicción ordinaria; o en fin, porque la Administración Pública puede, 
en ciertos aspectos, escoger deliberadamente procedimientos de Derecho 
privado. Por ejemplo, en el caso de celebrar un contrato de Derecho privado 
en lugar de uno de carácter administrativo.

§40. Servicios públicos industriales y comerciales — En segundo lugar, 
desde el origen del criterio jurisprudencial del servicio público (fallo BLANCO) 
se admitió que con ocasión de la gestión de servicios públicos, la Adminis-
tración Pública podía emplear voluntariamente procedimientos o técnicas 
de Derecho privado. En todo caso, mientras que en la gestión de un servicio 
público determinado, la aplicación del Derecho público es la regla, la aplica-
ción del Derecho privado es excepcional.

Sin embargo, poco a poco una categoría de servicios públicos enteros, y no 
solo actos aislados, van a estar sometidos al Derecho privado, en particular 
los denominados servicios públicos industriales y comerciales (TC, de fecha 
22 de enero de 1921, fallo Sociedad Comercial del Oeste Africano, conocido 
también como fallo Bac d’Eloka, GFJAF, Nº 40) que se asemejan por su objeto 
a las actividades de las empresas privadas, funcionan en las mismas condi-
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ciones que una empresa privada y, por tal razón, también se les denominó 
empresas administrativas.

§41. Procedimientos de Derecho público — En último lugar, la doctrina 
advierte la aplicación de los procedimientos de Derecho público fuera de la 
noción de servicio público. En efecto, es de todos conocido que el Estado le 
confiere el ejercicio de prerrogativas de Poder Público a personas de Derecho 
privado; ya sea a organismos privados que no son servicio público desde el 
punto de vista orgánico, pero que gestionen una actividad de servicio público; 
o incluso, a personas privadas que no ejercen ni siquiera una actividad de 
servicio público (CE, Establecimientos Vezia, de fecha 20 de enero de 1921, 
GFJAF, Nº 56).

§42. Derecho positivo — En el Derecho positivo, la jurisprudencia llegó a 
emplear abiertamente la expresión gestión pública, al analizar la naturaleza 
y características de los contratos administrativos (Sent. de la CF, de fecha 12 
de noviembre de 1954, GF Nº 6, p. 190).

Asimismo, la jurisprudencia ha recibido, también, el criterio del servicio 
público cuando sostiene que la Administración Pública no solo produce 
actos administrativos sino que, según su competencia, puede dictar actos 
sometidos al Derecho privado. En efecto, decidió que no se puede atribuir el 
carácter de acto administrativo a todo acto que emane del Poder Ejecutivo, 
pues por virtud de su función administrativa puede originar dos tipos de 
relaciones jurídicas, según obre como Poder Público en el ejercicio del jus 
imperi (teoría del acto de autoridad), o según obre como sujeto de derechos 
y obligaciones sin ejercer su jus imperi (Sent. de la CFC/SF, de fecha 23 de 
febrero de 1950, caso Hipódromo Nacional, GF Nº 4, 1950, pp. 84-89).

Finalmente, la jurisprudencia en el caso FETRAEDUACIÓN (Sent. de la CSJ/ 
SPA, de fecha 5 de junio de 1986, RDP Nº 27, p. 106, caso Fetraeducación) 
distingue: por un lado, situaciones jurídicas regidas por el Derecho privado; 
y por el otro situaciones jurídicas regidas por el Derecho administrativo –lo 
que crea derechos públicos de índole subjetiva–, o en forma más precisa: 
“relaciones jurídico-administrativas” (Sent. de la CSJ/SPA, de fecha 3 de 
diciembre de 1959, GF, Nº 26, p. 142).

e. Examen de la teoría expuesta
§43. Insuficiencia: razones jurídicas y prácticas — Si bien un sector de la 
doctrina considera que la noción de servicio público continúa desempeñando 
un papel fundamental (DE LAUBADÈRE), su sola presencia ya no constituye una 
condición suficiente para que se aplique el Derecho administrativo, debido 
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a las transformaciones y complejidades de la vida administrativa moderna. 
Por una parte, existe una razón jurídica, esto es, el empleo de procedimien-
tos típicos de Derecho privado en la gestión del servicio público; por la otra, 
una razón práctica: la proliferación y el nuevo carácter de servicios públicos 
industriales y comerciales, y el enorme desarrollo de la colaboración de las 
personas privadas en las tareas de interés general que ha impuesto la pene-
tración del Derecho privado en los servicios públicos.

Finalmente, la penetración de la Administración Pública en la vida eco-
nómica y social conoce nuevos progresos y ha obligado a la doctrina a re-
visar la noción de servicio público y a buscar nociones que, si no anuncian 
la muerte o más moderadamente el reemplazo, el Derecho administrativo 
tiene un objeto mucho más amplio que el servicio público cuando recepta 
las nociones de servicio –económicos o no– de interés general y la nueva 
categoría denominada servicio universal.

En conclusión, a la hora actual, el criterio de servicio público no permite 
por sí solo definir el Derecho administrativo; la noción de servicio público, 
aun cuando incorporada definitivamente a la doctrina administrativa, no 
sirve ya de criterio definidor de todo el Derecho administrativo entre los 
tratadistas más modernos (G. VEDEL).

II. POTESTAD PÚBLICA
a. Origen
§44. Planteamiento — Otra de las ideas-fuerza con la que también la doc-
trina francesa ha pretendido definir el Derecho administrativo ha sido la 
de prerrogativa de Poder Público (puissance publique), al advertirse que la 
Administración Pública está investida de prerrogativas de Poder Público o 
medios exorbitantes al Derecho común cuando, por ejemplo dicta órdenes, 
establece prohibiciones, ejecuta actos administrativos, desarrolla o comple-
menta leyes mediante reglamentos: en una palabra, cuando manifiesta su 
voluntad ordenadora.

Esta idea-fuerza surge a partir de la doctrina alemana del siglo XIX la 
cual sostiene que el Estado es una persona jurídica dotada de una cualidad 
particular: la soberanía o Poder Público, por lo que sus relaciones con las 
personas son desiguales, es por ello que el Derecho privado no puede ser 
válido para regular las relaciones entre el Estado y las personas, en razón de 
lo cual existe un Derecho administrativo.

§45. Concepto — El criterio más satisfactorio parecería ser ahora el de la 
utilización de potestad, cuya iniciativa se debe al autor italiano S. ROMANO y 
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constituye uno de los más importantes avances del Derecho al suministrar 
al sector jurídico-administrativo una valiosa utilidad. En efecto, el criterio de 
potestad aclara la posición de preeminencia de la Administración Pública, 
situación abstracta y derivada, o derivable, de atribuciones directamente 
encadenadas en el Ordenamiento jurídico, y cuyo ejercicio tiene como des-
tinatarios a sujetos vinculados, que se encuentran en lo que gráficamente la 
doctrina italiana ha denominado una “situación pasiva e inercia” (GIANNINI).

Al efecto, debemos recordar que la doctrina señala que los poderes –como 
integrantes, junto a los deberes, de las relaciones jurídicas– pueden clasifi-
carse. En efecto, F. CARNELUTTI atribuye a los conceptos de poder y deber un 
significado genérico y a los conceptos de derecho y obligación un sentido 
específico. A juicio de este autor, las situaciones de poder son las siguientes: 
(i) la potestad (poder de mandar en interés ajeno); (ii) el derecho subjetivo 
(poder de mandar en interés propio); y (iii) la facultad (actuación lícita). 
Correlativamente, las situaciones jurídicas de deber se agrupan en: (i) la 
sujeción y (ii) la obligación.

Es así como, en algunos Ordenamientos jurídicos, la Administración Públi-
ca desarrolla su actividad sirviéndose de medios jurídicos que son distintos 
y cualificados por situarla en una posición de superioridad (las potestades 
públicas). Esa desigualdad no es el único rasgo de esos medios jurídicos que 
permiten a la Administración Pública actuar con imperio y revestida con el 
manto de la autoridad sino que, además, esos medios jurídicos se caracte-
rizan porque la Administración Pública puede utilizarlos y ejecutarlos sin 
necesidad de acudir a los tribunales (la potestad de autotutela administrativa).

b. Escuela de la Potestad Pública
1) Bases doctrinales
§46. Planteamiento — Las bases doctrinales de la construcción del Derecho 
administrativo, fundado en el concepto de prerrogativa de Poder Público (o 
potestad pública), se deben al Decano M. HAURIOU (1856/1929), quien par-
tió de este criterio en su conocida distinción entre países con y sin régime 
administratif (régimen administrativo), al sostener que existe un Derecho 
administrativo en tanto que hay un régimen administrativo. Esta noción la 
vincula a la idea de la Administración Pública como un cuerpo dotado de 
prerrogativas exorbitantes al Derecho común, para asegurar la defensa del 
interés general. HAURIOU coloca así, en un primer plano, la noción de potestad 
pública para delimitar el ámbito del Derecho administrativo.

El Derecho administrativo representa así el conjunto de prerrogativas de 
Poder Público otorgadas a las personas jurídicas como son el Estado y sus 
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órganos. De esta forma, el criterio de prerrogativa de Poder Público o potestad 
pública como definidor del Derecho administrativo ha tenido gran inciden-
cia en la doctrina y jurisprudencia posterior dando lugar a la denominada 
Escuela de la Potestad Pública.

En efecto, HAURIOU sostuvo que el objeto del Derecho administrativo son 
los medios para alcanzar el fin de la actividad de servicio general del Esta-
do, esto es, todo el conjunto de procedimientos de Derecho público para el 
cumplimiento de los fines que se encomiendan al Estado. Vendría a ser la 
potestad pública, la prerrogativa pública exorbitante al Derecho común. Por 
ello, lo que va a caracterizar al Derecho administrativo y, por consiguiente, 
lo que va a ser objeto de análisis del Derecho administrativo es el criterio de 
prerrogativa de Poder Público o potestad pública.

2) Fundamento
§47. Medios jurídicos exorbitantes — Ahora bien, si la existencia de un 
régimen de Derecho público es para la doctrina francesa (JÈZE) uno de los 
rasgos definitorios del servicio público, a juicio de HAURIOU ese régimen de 
Derecho público se compone, sustancialmente, por prerrogativas de Poder 
Público orientadas a garantizar la continuidad del servicio público.

De ahí que el elemento clave para definir al Derecho administrativo no 
será ya la activi dad administrativa (service public), sino los medios jurídicos 
exorbitantes al Derecho común de los que se sirve la Administración Pública 
para cumplir sus tareas y cometidos (pouvoirs de puissance publique).

3) Distinción
§48. Prerrogativas exorbitantes — Las reglas de Derecho administrativo se 
caracterizan, en relación con las de Derecho privado, en que aquellas con-
fieren a la Administración Pública una diversificación de medios jurídicos 
sin equivalente en las relaciones jurídicas privadas, que consisten no solo 
en prerrogativas de Poder Público (prerrogativas exorbitantes al Derecho 
común), sino que también imponen a su libertad de acción sujeciones más 
estrictas que aquellas a las que están sometidos los particulares (sujeciones 
exorbitantes al Derecho común), según la conocida división del autor francés 
J. RIVERO.

§49. Sujeciones exorbitantes — La Administración Pública ostenta no solo 
prerrogativas exorbitantes que los particulares no tienen sino que, como 
advirtió la doctrina francesa (RIVERO), tiene también menos autonomía y 
libertad que estos, pues las derogaciones no se hacen en un sentido único, 
sino en dos direcciones. Las primeras responden al concepto de prerrogati-
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va de Poder Público, y la derogatoria se produce “en más” en el sentido de 
un aumento de los poderes; y del otro lado se encuentran las derogaciones 
“en menos”, en el sentido de una reducción de los poderes al negársele a la 
Administración Pública posibilidades jurídicas que están a la disposición de 
los particulares, en los sentidos siguientes:

En primer lugar, los particulares pueden elegir a su antojo los fines a 
conse guir en el desarrollo de su actividad; mientras que la Administración 
Pública está sujeta a un fin externamente determinado: la realización eficaz 
de los intereses generales o públicos.

En segundo lugar, los particulares son libres de ejercer su actividad o re-
nunciar a la misma y permanecer inactivos, mientras que las prerrogativas 
de Poder Público de que está investida la Administración Pública son de 
ejercicio obligatorio. En ese senti do, el Art. 26 de la LOAP dispone que la 
competencia “será irrenunciable”.

Por último, es libre el cauce o procedimiento que siguen los particulares 
para ejercer sus medios jurídicos, pues pueden emplearlos previa la oportuna 
reflexión, pero también pueden hacerlo de forma precipitada e improvisada; 
por el contrario, la Administración Pública que es titular de potestades públi-
cas tiene que seguir un debido procedimiento administrativo pues “ajustarán 
su actividad a las prescripciones de la presente Ley” (Art. 1 de la LOPA).

4) Examen de la teoría expuesta
§50. Principio del equilibrio — A la vista de lo anterior, se capta de forma 
más ajustada a la realidad la singular posición de la Administración Pública 
en relación con sus medios jurídicos; tiene prerrogativas de Poder Público 
pero también está sometida a unos fines predeterminados, su ejercicio es obli-
gatorio y está sujeta a un procedimiento administrativo debido. Limitaciones, 
sujeciones y obligaciones exorbitantes que no pesan sobre los particulares. 

De ahí que RIVERO se refiera al equilibrio entre las prerrogativas de Poder 
Público “en más” y las prerrogativas de Poder Público “en menos”; el Derecho 
común de los particulares no se deroga para la Administración Pública en 
un único sentido, sino en dos direcciones opuestas: “en más” y “en menos”.

En conclusión, el Derecho administrativo es un régimen jurídico caracte-
rizado, tanto por prerrogativas como por sujeciones exorbitantes al Derecho 
común reconocidas o impuestas a aquellos que actúan en ejercicio de la 
soberanía nacional (VEDEL), y que están presentes en todas las categorías 
jurídicas del Derecho administrativo.
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5) Revisión
§51. Planteamiento — Finalmente, el criterio ha sufrido un profundo exa-
men que ha conducido a una “noción revisada” de la potestad pública, no 
necesariamente coincidente con la de “potestad de mando” o “actividad de 
autoridad”, pues se configura como aquel medio de acción administrativa 
que se ejerce en condiciones exorbitantes al Derecho común, pudiendo 
consistir, según RIVERO, tanto en privilegios y prerrogativas exorbitantes de 
las que ostentan los particulares en sus relaciones jurídicas, como en suje-
ciones y obligaciones exorbitantes a cargo de la Administración Pública y 
que los particulares tampoco tienen (por ejemplo, la imposición de los fines 
a conseguir, la selección de personal por medio del sistema de concursos u 
oposición, el respeto a la afectación de los bienes del dominio público, etc.).

Así, dentro de las construcciones doctrinales sobre el Derecho administrati-
vo que se han elaborado partiendo de la noción revisada de potestad pública, 
destaca la propuesta de VEDEL, quien define el Derecho administrativo como 
“el Derecho común de la potestad pública”.

III. DERECHOS FUNDAMENTALES
a. Origen 
§52. Criterio prevalente — Por último, la doctrina contemporánea sostiene 
que, a la hora de construir y comprender el Derecho administrativo, han de 
tomarse en cuenta los derechos fundamentales como criterio prevalente.

La doctrina alemana (E. SCHMIDT-ASSMAN) señala que la noción o la idea 
de relación jurídica también remite a la dimensión individual del Derecho 
administrativo. Ello significa que tanto el derecho subjetivo (en su vértice 
de derecho de libertad o defensa, derecho prestacional y de participación 
democrática), como también su corolario, la tutela individual de los dere-
chos, habrán de formar parte integrante de aquellos elementos esenciales 
que han de ser tenidos en cuenta a la hora de construir y levantar el sistema 
de Derecho administrativo.

Por tanto, de esta representación del Derecho administrativo se deduciría la 
posición central de las personas, como referentes y destinatarios del mismo.

b. Fundamento
§53. Centralidad de la persona — Esta idea es de la doctrina española (F. 
GONZÁLEZ NAVARRO), y se basa en el papel de la persona en relación con el 
Poder Público. La persona debe estar en el centro, en el corazón del sistema 
político, por lo que el Poder Público no debe ejercerse nunca desde la pers-
pectiva de los privilegios o las prerrogativas del que manda, sino como un 
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instrumento encaminado al bienestar integral y permanente de la persona, 
pues el centro de la acción pública ha de ser la persona.

En el mismo sentido, otro autor español E. LINDE PANIAGUA advierte que en 
las últimas décadas se estaría produciendo una transformación del Derecho 
administrativo que podría convertirlo en el Derecho de los ciudadanos –o 
al servicio de los derechos y obligaciones de los ciudadanos– que supera 
la precedente versión del mismo como Derecho del poder; en definitiva, 
una perspectiva subjetiva del Derecho administrativo que estaría llamada 
a consolidarse a lo largo de las primeras décadas del siglo XXI. Esto es, un 
Derecho administrativo construido alrededor de los derechos y obligaciones 
de los ciudadanos; si bien admite que se está muy lejos de conseguir dicho 
objetivo, pues se sigue construyendo desde la perspectiva de las Adminis-
traciones Públicas.

C. CONTEMPORÁNEO

I. INSUFICIENCIA DEL CRITERIO ÚNICO
§54. Irreductibilidad del Derecho administrativo — Tras analizar la insufi-
ciencia de los criterios unitarios propuestos como exclusivos o dominantes 
para explicar el contenido entero del Derecho Administrativo (servicio pú-
blico, utilidad pública, potestad pública, etc.), la propuesta final de RIVERO es 
“la solución de la modestia”: “El Derecho Administrativo no es más reducible 
a unidad que las otras disciplinas jurídicas”.

A pesar de que los autores han demostrado una mayor o menor preferencia 
por alguno de los criterios expuestos, hoy día se aprecia un abandono del 
intento de explicar, a través de un único criterio, el Derecho administrati-
vo, predominando una fórmula de pluralidad o sincretismo. Y es que cada 
categoría jurídica del Derecho administrativo responde, en efecto, a carac-
terísticas específicas, y no puede esperarse que tengan todas los mismos 
fundamentos y los mismos criterios (WEIL). Se comprende así que el criterio 
del acto administrativo no sea el mismo que el del contrato administrativo.

En efecto, se puede evocar la imagen de un Derecho acumulativo o de 
alubión (culminación de la línea pluralista), en el sentido de que ha ido 
integrando y desechando técnicas y categorías jurídicas propias y ajenas, 
heterogéneas e incluso contradictorias, cuyo único hilo conductor ha sido, y 
sigue siendo, el de lo que conviene a los intereses públicos que persigue el 
Estado en su conjunto.

§55. Fórmula de pluralidad o sincretismo — El imperativo categórico que 
se impone es la fórmula de la pluralidad o sincretismo que acumulen todos 
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los criterios para delimitar el ámbito del Derecho administrativo, en razón 
de que solo esa fórmula legitima su independencia y autonomía como rama 
singular del Derecho público que permita captar una realidad tan compleja 
y multiforme, sobre la base de los elementos siguientes:

§56. Elemento subjetivo — El elemento subjetivo responde a la pregunta 
“¿quién?” y es el que predomina en la doctrina española dando lugar a una 
perspectiva subjetiva del Derecho administrativo, si bien dentro de esta 
concepción se advierten distintas variantes. Por su parte, en la doctrina es-
pañola (F. GARRIDO FALLA) se advierte también que “ni sólo la Administración 
administra ni todo lo que hace la Administración es administrar”.

Si el Derecho administrativo es un Derecho estatutario, es porque está 
dirigido a una categoría de sujetos, en este caso la Administración Pública. 
Este elemento de la presencia de la Administración Pública es condición 
necesaria, pero no suficiente para hablar del Derecho administrativo.

§57. Elemento sustantivo — El elemento sustantivo o funcional opta por 
el análisis de la noción de función administrativa y responde a la pregunta 
“¿qué?” Así, desde esta perspectiva, el Derecho administrativo sería un De-
recho que regula el ejercicio de la función administrativa.

§58. Elemento objetivo — La insuficiencia de los criterios mencionados 
conduce a la búsqueda de un criterio objetivo, destacándose los siguientes: 
(i) el interés público; (ii) la potestad administrativa; (iii) los derechos funda-
mentales; y, por último, (iv) el formal.

§59. Interés público — Un primer criterio que utiliza la doctrina española (R. 
MARTÍN MATEO) es direccional, esto es, las distintas actividades que integran 
la función administrativa se ordenan al interés público. Sin embargo, su 
satisfacción o realización eficaz aun cuando es inherente no es exclusiva de 
la Administración Pública, ni exige un régimen jurídico de Derecho público, 
sino que puede obtenerse mediante los instrumentos y técnicas de Derecho 
privado.

§60. Potestad administrativa — Además, es sabido que para la consecu-
ción del conjunto de actividades administrativas dirigidas a la satisfacción 
o realización eficaz de las necesidades de interés público, el Ordenamiento 
jurídico-administrativo coloca a la Administración Pública en una situación 
de prerrogativa o privilegio, que implica el reconocimiento, a su favor, de una 
serie de medios jurídicos singulares que exorbitan al Derecho común y que 
no poseen los particulares: es el régimen de las potestades públicas que, refe-
ridas a la Administración Pública, se denominan potestades administrativas.
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§61. Derechos fundamentales — La doctrina española (MEILÁN GIL) sostiene 
que no hay duda de que los derechos fundamentales vinculan a los Poderes 
Públicos, y que también forman parte del núcleo irreductible del interés 
público que la Administración Pública, como Poder Público, ha de procurar. 
Asimismo, se sostiene que la autonomía del Derecho administrativo ha que-
dado reforzada por la relevancia efectiva que los derechos fundamentales 
de las personas han acabado por tener en las Constituciones, superado su 
reconocimiento solo formal. Ello ha exigido un vuelco fundamental en el 
entendimiento del Derecho administrativo influenciado, cada vez más, por 
la nueva cultura de los derechos fundamentales.

§62. Elemento formal — Finalmente, cuando hablamos de Derecho admi-
nistrativo debemos tener presente que además hay un verdadero sistema 
normativo. ¿Qué es un sistema normativo? Es el conjunto de normas jurí-
dicas atinentes a la organización del núcleo social y que, además, tiene por 
objeto la resolución de los conflictos. Al hablar de Derecho administrativo 
debemos hablar de un sistema normativo sectorial o parcial que se denomina 
Ordenamiento jurídico-administrativo que está conformado por un sistema 
de fuentes jurídicas según desarrollaremos más adelante.

En conclusión, El Derecho administrativo contemporáneo es marcadamen-
te distinto del original, pues no hay duda de que, en las últimas décadas, se 
han producido muchos cambios sobre el contenido de la disciplina y sus 
principales categorías jurídicas.
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